	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 

 

 

En el proceso judicial por cobro de diferencia de prestaciones sociales y daño moral, seguido por los ciudadanos ADALBERTO FUENMAYOR, ELÍAS SEGUNDO LABARCA PULGAR, ANA ALBERTINA FUENMAYOR ROMERO, MARÍA CHIQUINQUIRÁ VERA PULGAR, ELI JESÚS BORGES, NANCY JOSEFINA FUENMAYOR DE RODRÍGUEZ e ISMELDA RODRÍGUEZ DE GONZÁLEZ, representados por los abogados Noel Castellanos y Gilberto Briñez Manzanero, contra la UNIVERSIDAD DEL ZULIA, representada por los abogados Gustavo Montero Proaño, Esperanza Teresita Rincón, Mirian Acosta de González, Oswaldo Castillo Meleán, Norka Rojas de González, Alida Fernández de Cárdenas, José Rafael Maldonado Rincón, Cecilia Araujo de Rodríguez, Ana Julia Romero y Tibisay Áñez de Sánchez; el Juzgado Superior Accidental del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, con sede en la ciudad de Maracaibo, conociendo en reenvío, dictó sentencia en fecha 09 de enero de 2002, en la cual declaró “la nulidad de todo lo actuado en el proceso, desde el mismo auto de admisión de la demanda”, reponiendo “la causa al estado de que el Tribunal que conozca de ella, se pronuncie sobre la admisión de cada una de las demandas propuestas”. 

 

Contra dicha decisión de Alzada, la parte actora anunció recurso de casación y subsidiariamente recurso de nulidad.

 

Mediante auto de fecha 12 de marzo de 2002, se dio curso al recurso de nulidad interpuesto contra la citada sentencia, mientras que el recurso extraordinario de casación fue declarado inadmisible por el Juez de la recurrida.

 

Contra la negativa de admisión del recurso de casación, la parte actora en fecha 19 de marzo de 2002 interpuso un reclamo  y  un  recurso de hecho por ante este Máximo Tribunal -Sala de Casación Social-, por la remisión inmediata que se hiciera del expediente, lo cual frustró la interposición del mencionado recurso de hecho.

 

En fecha 25 de abril de 2002, la Sala de Casación Social declaró procedente el reclamo interpuesto, con lugar el recurso de hecho y sin lugar el recurso de nulidad, por lo cual se abrió el lapso para formalizar el recurso de casación anunciado por la parte actora.

 

En  fecha  24  de  mayo  de  2002,  la  parte recurrente -actora- presenta oportunamente su escrito de formalización del recurso de casación sub iudice. No hubo impugnación.

 

Se dio cuenta en Sala en fecha 16 de mayo de 2002 y se designó ponente al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz.

 

Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, con base en las consideraciones siguientes:

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

 

Ú N I C O

 

 

De conformidad con el ordinal 1° del artículo 313 del vigente Código de Procedimiento Civil, el recurrente delata la infracción de “los artículos 26 y 24 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y los artículos 12, 15, 212 y 213 del Código de Procedimiento Civil” por cuanto el sentenciador decretó una reposición indebida.

 


Para fundamentar su denuncia, el recurrente expresamente señala:
 

 

“...En el presente caso, el juez de reenvío pretende como fundamento de su ... decisión, aplicar con carácter retroactivo una sentencia dictada por la Sala Constitucional de fecha 28/11/2001, en la cual la Sala deja claro la procedencia de los litis consorcios activos facultativos o voluntarios, establecidos en los artículos 146 y 52 del Código de Procedimiento Civil...

En consecuencia, querer aplicar una sentencia de la Sala Constitucional, del 28 de noviembre de 2001, a una acción laboral en litis consorcio activo facultativo, que fue iniciada en el año 1996, no es más que una decisión arbitraria del Juez...

Asimismo, cabe señalar lo expresado por el maestro Chiovenda, el cual enseña: ‘Que no hay proceso convencional sino, al contrario, un proceso cuya estructura y secuencia se encuentra preestablecida con un neto signo impositivo, no disponible para el Juez... Así la regulación legal sobre la forma, estructura y secuencia del proceso civil, es obligatoria en un sentido absoluto, tanto para las partes como para el Juez, pues en forma, esa estructura y esa secuencia que el legislador ha dispuesto en la Ley Procesal, son las que el estado considera apropiadas y convenientes para la finalidad de satisfacer la necesidad de tutela jurisdiccional de los ciudadanos’ que es uno de los fines perseguidos por el Constituyente de 1999, en lo estipulado en el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

Así, la garantía constitucional establecida en la norma ut supra es obligatoria y vinculante en sentido absoluto al Juez de reenvío, quien debió acatar lo ordenado por esta Sala de Casación Social, en su sentencia del 15 de marzo de 2000...En consecuencia, pido a esta Honorable Sala de Casación Social se sirva decretar la nulidad de la sentencia impugnada objeto del presente recurso de casación y se sirva tomar las medidas correctivas aplicables al caso, a fin de dictar sentencia de fondo a la brevedad posible, y de conformidad con el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil y el artículo 257 de la República Bolivariana, entre de oficio al conocimiento del fondo de la causa, ‘vistas las infracciones de orden constitucional’ que se han suscitado en el presente proceso, y por cuanto en la sentencia dictada por esta Sala de Casación Social en fecha 15 de marzo de 2000 se ordenó al Juez de reenvío sentenciar al fondo, disponiendo para ello 40 días, y transcurrieron casi dos (2) años, para que finalmente volvieran a reponer la causa; violentando el derecho Constitucional que tienen los trabajadores a obtener una tutela efectiva que evite reposiciones inútiles y se les resuelva la controversia en pro de la justicia social” (sic). 

 

 

Para decidir, la Sala observa:

 

En la primera denuncia del escrito de formalización, el recurrente le imputa a la sentencia objeto del presente recurso de casación, la infracción de los artículos 12, 15, 212 y 213 del vigente Código de Procedimiento Civil, así como de los artículos 26 y 257 de la Constitución Bolivariana de Venezuela, por cuanto el sentenciador decretó una reposición indebida. 

 

La delación bajo examen señala como infringidos por la recurrida los artículos 12, 15, 212 y 213 del Código de Procedimiento Civil, sin embargo omite el formalizante fundamentar en qué forma dicha normativa legal fue infringida por el sentenciador de la recurrida.

 

Por otro lado, el recurrente delata que el juzgador de alzada decretó una reposición indebida, pero no señala la infracción de los artículos 206 y 208 del Código de Procedimiento Civil, referente a la nulidad de los actos procesales.

 

Ahora bien, extremando sus deberes jurisdiccionales, esta Sala de Casación Social, pasa a revisar el fallo dictado en reenvío, del cual se recurre en casación, el cual, ordenó lo que de inmediato se expone:

"La segunda cuestión que “a fortiore” debe ser resuelta con carácter previo a la cuestión de fondo, es la que surge como consecuencia de haberse acumulado en un mismo libelo varias pretensiones contra un solo patrono. En efecto, se trata de un grupo de ciudadanos ...que han planteado de modo conjunto en un mismo escrito  libelar damandas contra un solo sujeto pasivo...

No desconoce esta alzada la frecuencia con la cual en nuestro foro demandas semejantes han sido propuestas y sustanciadas por nuestros Tribunales y respecto a las cuales, incluso, se han hecho recaer fallos de nuestro mas Alto Tribunal; sin embargo, la doctrina excluyente de tales situaciones jurídicas dictada por nuestro Tribunal Supremo de Justicia, de reciente data (véase sentencia dictada por la Sala Constitucional de fecha 28 de noviembre de 2001...), no permite hoy ni en lo sucesivo dar curso a procedimientos semejantes...

Considera necesario esta Superioridad hacer especial advertencia, dado el efecto funesto que la aplicación del precitado fallo de la Sala Constitucional provoca en el caso sub iudice, y junto a éste, a los innumerables procesos que en condiciones semejantes cursan ante los diversos órganos jurisdiccionales del país, que al mismo se le atribuyó carácter vinculante, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 335 de la Constitución  de la República, y que en él se apercibe de su aplicación a todos los tribunales...

Por las razones y fundamentos antes expuestos, en acatamiento a la doctrina sentada en el precitado fallo de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, este JUZGADO ACCIDENTAL DE TRÁNSITO Y DEL TRABAJO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO ZULIA, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley...declara la nulidad de todo lo actuado en el proceso, desde el mismo auto de admisión de la demanda y se repone la causa al estado de que el Tribunal que conozca de ella, se pronuncie sobre la admisión de cada una de las demandas propuestas en contra de la Universidad del Zulia." (vide: folios 638 y 639 de la segunda pieza del expediente).

 

 


Tal y como se aprecia, el fallo dictado en reenvío ordenó la reposición de la causa al estado de nueva admisión de la misma, por considerar que se debe aplicar lo establecido en la sentencia emanada de la Sala Constitucional de este Alto Tribunal el día 28 de noviembre de 2001. Al respecto, es necesario reseñar lo determinado en ese fallo, el cual expresamente señaló:
 

"Independientemente de las consideraciones y de los análisis que preceden, la Sala observa que el amparo bajo examen tiene su origen en el marco de un procedimiento en el que se impulsaron varias demandas acumuladas en un mismo escrito que, con la pretensión del cobro de acreencias y prestaciones provenientes de varias relaciones laborales, propusieron cuatro (4) trabajadoras contra dos (2) patronos.

(...). Debe la Sala explicar que cada demandante alegó, como causa para pedir, una relación de trabajo individual diferente y cada una de las actoras reclamó una pretensión distinta.
Así las cosas, es patente, de lo que consta en el escrito que contiene las demandas laborales preindicadas, que, en dicho proceso, se acumularon cuatro demandas, cada una de ellas propuestas por sendos demandantes contra dos demandados. Por ello, considera la Sala que en el procedimiento laboral que se examina se materializó un litis consorcio activo (varias demandantes) y un litis consorcio pasivo (varios demandados).
Ahora bien: no hay duda alguna que el litis consorcio, activo y pasivo, está permitido en el Código de Procedimiento Civil, pero bajo las regulaciones establecidas en el artículo 146 de dicho Código, el cual, textualmente, preceptúa:
"Podrán varias personas demandar o ser demandadas conjuntamente como litis consortes: a) Siempre que se hallen en estado de comunidad jurídica con respecto al objeto de la causa; b) Cuando tengan un derecho o se encuentren sujetas a una obligación que derive del mismo título; c) En los casos 1º, 2º y 3º del artículo 52." 
(...).
Es el caso que, según el invocado artículo 146, varias personas podrán demandar o ser demandadas conjuntamente como litis consortes:
a) Siempre que se hallen en estado de comunidad jurídica con respecto al objeto de la causa. En el caso laboral bajo examen, el estado de comunidad jurídica respecto del objeto de la causa queda excluido por el hecho mismo de que cada demandante reclama sumas de dinero diferentes en sus montos e independientes una de otra en cuanto a su origen y a su causa;
b) Cuando tengan un derecho o se encuentren sujetas a una obligación que derive del mismo título. Como ya se expresó, en el caso concreto, cada demandante pretende el pago de sumas de dinero que, según el decir de ellas, provienen de relaciones individuales de trabajo que establecieron y  particularizaron entre cada una de ellas y las demandadas.
Por lo tanto se trata de derechos que derivan de títulos distintos.
c) En los casos 1º, 2º y 3º del artículo 52 del Código de Procedimiento Civil, cuales son:
c.1. Cuando haya identidad de personas y objeto. Al respecto, ya se observó que sólo hay, en todas las demandas acumuladas, identidad de demandados pero no de demandantes, pues cada una de ellas es diferente y, en lo que respecta al objeto, cada actora aspira a una pretensión distinta.
(...)

c.2. Cuando haya identidad de personas y título, aunque el objeto sea distinto. En lo que respecta a la identidad de personas ya se explicó su ausencia y en lo concerniente con la identidad de título, basta recordar, para excluirla, que cada accionante invocó como título, para fundamentar su pretensión, una relación individual de trabajo totalmente diferente de cada una de las otras que también fueron alegadas; y 
c.3. Cuando haya identidad de título y de objeto, aunque las personas sean diferentes. Basta tener presente lo observado en los dos párrafos previos para concluir que no hay las identidades exigidas en el ordinal 3º del artículo 52 que se citó. 
(...) en el proceso laboral que se examina, puede observarse y apreciarse que las demandantes que lo impulsaron actuaron, ab initio, en contravención con lo que regula el artículo 146 del Código de Procedimiento Civil en concordancia con el artículo 52, ordinales 1º, 2º y 3º eiusdem, que, como ya se analizó, son normas de orden público. 
Ahora bien, es claro para este Tribunal Supremo, en Sala Constitucional, que en el asunto laboral analizado estamos en presencia de una acumulación de demandas contraria (sic) a lo expresamente permitido por el artículo 146 del Código de Procedimiento Civil, lo que coloca a dichas demandas como contrarias al orden público y a disposición expresa de la Ley, motivo por el cual, con base en el artículo 212 del Código de Procedimiento Civil en concordancia con los artículos 341 y 346, ordinal 11º, eiusdem, se declara la nulidad de todo lo actuado en el ámbito del procedimiento incoado mediante las demandas interpuestas por las ciudadanas (...) contra (...) desde el mismo auto de admisión, inclusive, y se repone la causa al estado de que el Tribunal que conozca de ella se pronuncie sobre la admisión de aquéllas en total acuerdo con la doctrina sentada en este fallo.
Tomando en cuenta que, según lo que se ha sentado en esta decisión, la acumulación de demandas contraria a lo que permite el artículo 146 del Código de Procedimiento Civil transgrede lo que disponen los artículos 26, 49 encabezamiento, y 253, primer aparte, de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, esta Sala Constitucional, con fundamento en lo que dispone el artículo 335 eiusdem, en cuanto a la naturaleza vinculante de las interpretaciones que ella establezca sobre el contenido o alcance de normas y principios constitucionales, dispone que las otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia y demás Tribunales de la República apliquen, de inmediato, los criterios acogidos y dispuestos en esta sentencia para todos los procedimientos en curso, laborales o no, sometidos a la regulación del citado artículo 146 del Código de Procedimiento Civil y, en consecuencia:

a) Se niegue la admisión de las demandas incoadas que aún no hayan sido admitidas; y 
b) En el caso de las demandas acumuladas y admitidas en contravención con el artículo 146 precitado, actualmente en curso, se disponga, aún ex oficio, la nulidad de todo lo actuado en el ámbito del procedimiento respectivo, desde el mismo auto de admisión, inclusive, y se reponga la causa al estado de que el Tribunal que conozca de ella se pronuncie sobre la admisión de las mismas en total conformidad con la doctrina proferida en esta sentencia".
 
 

 
Ahora bien, esta Sala de Casación Social, en fecha 26 de septiembre de 2002, expresamente señaló lo que a continuación se transcribe:

 

 

“Considera esta Sala de Casación Social, que la sentencia dictada por la Sala Constitucional en fecha 28 de noviembre de 2001 no tiene efectos vinculantes, en virtud de que la inobservancia del artículo 146 del Código de Procedimiento Civil no constituye una violación del orden constitucional, sino de carácter normativo adjetivo, en consecuencia no es aplicable el contenido del fallo ya referido, tal y como lo solicita la parte demandada; ello, aunado al hecho que en el caso sub iudice existe una demanda que acumula varias pretensiones contra un (1) mismo patrono, cuestión que es diferente a la sentencia ya citada de la Sala Constitucional, en razón de que en dicho fallo se acumulan pretensiones contra dos (2) patronos diferentes.

 
Ahora bien, a los efectos de dejar en claro la posibilidad de que se presente una demanda laboral en la cual existan varios trabajadores accionantes contra un mismo patrono, pero sin identidad de causa, esta Sala observa que: en el caso que nos ocupa existe una acción interpuesta por 62 extrabajadores del Instituto demandado, donde cada uno reclama una cantidad distinta por diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos derivados de la relación de trabajo, es decir, estamos en presencia de lo que se ha concebido como conexión impropia o intelectual, esto es, una acción judicial donde se pretenden derechos sustanciales que pertenecen a diferentes sujetos, pero dicha demanda no está identificada ni en causa, ni en objeto, sólo se concreta la identidad del sujeto pasivo.
 
En armonía con lo anterior, ya es cotidiano que este tipo de acciones sea admitida en los tribunales laborales sin considerar que se viola el orden público o el debido proceso, ni tampoco que se infringe el contenido del artículo 146 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto se configura la conexión impropia,  sumado a la realidad de que es un ahorro procesal y monetario para las partes que pueden integrar una litis, y más aún para el demandado, vale decir, patrono, en razón de que puede ser objeto de una acción que cobije, por ejemplo, la pretensión de 10 trabajadores, en vez de 10 acciones diferentes de 10 trabajadores, lo que le originaría mayores gastos por cada proceso judicial.
 
En adición a lo anterior, el artículo 49 de la novísima Ley Orgánica Procesal del Trabajo, decretada por la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela y publicada en la Gaceta Oficial Nº 37.504 de fecha 13 de agosto de 2002, dispone:

 
‘Artículo 49: Dos o más personas pueden litigar en un mismo proceso judicial del trabajo en forma conjunta, sea activa o pasivamente, siempre que sus pretensiones sean conexas por su causa u objeto, o cuando la sentencia a dictar con respecto a una de ellas pudiera afectar a la otra. 

Los actos de cada uno de los litigantes no favorecerán ni perjudicarán la situación procesal de los restantes, sin que por ello se afecte la unidad del proceso; en consecuencia, varios trabajadores podrán demandar  sus derechos y prestaciones sociales, en un mismo libelo y a un mismo patrono.’ (Negrillas de la Sentencia).

 

El artículo transcrito determina la posibilidad de interposición de una demanda donde varios trabajadores accionen a un mismo patrono, en razón de la conexión que existe por la causa u objeto, pero también se desprende de dicha norma, la factibilidad de que en un mismo libelo se acumulen las pretensiones de varios trabajadores contra un mismo patrono, aun y cuando no exista conexión entre las causas, es decir, se materialice una conexión impropia o intelectual. La norma en cuestión, se encuentra en plena vigencia y es de aplicación inmediata, por así disponerlo la ya citada Ley Orgánica Procesal del Trabajo en su artículo 194:

 

‘Los artículos 49, 178 y 179 de la presente Ley entrarán en vigencia una vez publicada la misma en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, el resto de su articulado, al año siguiente de dicha publicación. (omissis).’

 

Por lo tanto, aun y cuando ya era algo común en los Tribunales del Trabajo, hoy en día, bajo el amparo de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en la materia que rige dicho cuerpo normativo, es posible la acumulación de pretensiones en una misma demanda a los efectos de accionar contra un mismo patrono, aun y cuando no exista identidad de causa, es decir, cuando se produzca una conexión impropia; todo ello sin poder considerar que se infringe el debido proceso por inepta o indebida acumulación, puesto que no se materializa dicha figura procesal.

 
En razón de todo lo anteriormente expuesto, se establece que la solicitud planteada por la parte demandada de reposición de la causa al estado de nueva admisión de la misma, es improcedente. Así se establece”. (Sentencia de la Sala de Casación Social de fecha 26 de septiembre de 2002).

 

 

 

Al aplicar el supra copiado criterio sentado por esta Sala de Casación Social al caso sub iudice, se observa que en el presente caso existe una demanda que acumula varias pretensiones contra un (1) mismo patrono, es decir, la parte codemandante está compuesta por siete (7) ciudadanos que alegan ser extrabajadores de la Universidad del Zulia, “donde cada uno reclama una cantidad distinta por diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos derivados de la relación de trabajo, es decir, estamos en presencia de lo que se ha concebido como conexión impropia o intelectual, esto es, una acción judicial donde se pretenden derechos sustanciales que pertenecen a diferentes sujetos, pero dicha demanda no está identificada ni en causa, ni en objeto, sólo se concreta la identidad del sujeto pasivo”.

 

Por lo tanto, la presente demanda es perfectamente admisible de conformidad con el supra señalado criterio así como con lo estipulado en la nueva Ley Orgánica Procesal del Trabajo, que determina en su artículo 49 “la posibilidad de interposición de una demanda donde varios trabajadores accionen a un mismo patrono, en razón de la conexión que existe por la causa u objeto, pero también se desprende de dicha norma, la factibilidad de que en un mismo libelo se acumulen las pretensiones de varios trabajadores contra un mismo patrono, aun y cuando no exista conexión entre las causas, es decir, se materialice una conexión impropia o intelectual”. (La norma en cuestión, se encuentra en plena vigencia y es de aplicación inmediata, por así disponerlo la ya citada Ley Orgánica Procesal del Trabajo en su artículo 194) (TSJ, SCS, 26-09-02).

 

Articulando todo lo anterior, se concluye que la sentencia recurrida en casación decretó una reposición indebida, infringiendo así los artículos 15, 206 y 208 del Código de Procedimiento Civil. Así se declara. 

 

Por todo lo antes expuesto, resulta procedente la primera denuncia del escrito de formalización presentado por la parte actora. Así se declara. 

 

De conformidad con el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, no se entra a conocer las restantes denuncias del escrito de formalización.

 

D E C I S I Ó N
 

En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara CON LUGAR el recurso de casación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia emanada del Juzgado Superior Accidental del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, con sede en la ciudad de Maracaibo, en fecha 09 de enero de 2002. En consecuencia, anula el fallo recurrido y repone la causa al estado de que el Juez Superior que resulte competente dicte nueva decisión pronunciándose sobre el fondo del asunto.
 

Publíquese y regístrese, bájese el expediente.
 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,  a   los  seis  (06)   días   del   mes   de   noviembre de dos mil dos. Años: 192º de la Independencia y 143º de la Federación.
 

El Presidente de la Sala y Ponente,
 

  

______________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
 

 

 

El Vicepresidente,
  

 

_______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 
 
Magistrado,
 
  
_____________________________

 ALFONSO VALBUENA CORDERO
 
 
 
La Secretaria,
 
 
___________________________
BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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